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los recibos, cuando no hay una orden de domiciliación o mandato SEPA firmado. 
 
3. Para el Colegio Arbitral son HECHOS PROBADOS, los siguientes: 
 
1º) Se presenta el contrato, celebrado el 8.09.22. El producto contratado es tarifa plana 
luz, con potencia contratada 3.45, y consumo anual previsto entre 1.807 y 2.349 kw/año. 
En el contrato se indica: “Tarifa plana: paga lo mismo cada mes. La tarifa plana luz y 
tarifa plana gas consiste en la facturación de una cuota fija durante 12 mensualidades 
en función del consumo de luz y del consumo de gas anual estimado. No existirá 
ninguna regularización a la finalización de la vigencia. Su aplicación está 
condicionada a una duración del contrato de 12 meses. Para cada contrato y vigencia 
se establece un consumo máximo anual pactado y una cuota mensual personalizada. 
El consumo máximo anual pactado se calcula a partir del consumo de los 12 meses 
anteriores, incrementando un 30% en el caso de la luz y un 50% en el caso del gas. 
La cuota mensual se calcula teniendo en cuenta el consumo anual del contrato en los 
12 meses anteriores y las características del suministro (potencia contratada en el 
contrato de luz, alquiler de contador, impuestos). En el caso de la tarifa plana luz, el 
importe de la cuota mensual incluye el término de potencia y de energía, así como el 
importe de impuesto eléctrico. En ambos casos se incluye el importe del alquiler del 
contador y del impuesto (Iva). El resto de conceptos que deban repercutirse al cliente 
normativamente serán facturados a parte y se adicionarán a la cuota de tarifa plana. 
 
2º) Se presentan las siguientes facturas: 
 

Período Electricidad Total Kwh consumidos y 
máximo anual 

10.10.22 a 8.11.22 37,17 136,79 De 11.09.22 a 
14.11.22 consumo 
2.217. 
Máximo anual  
2.349 

11.06.23 a 
10.07.23 

38,32 (Iva 1,92) 44,32  

11.08.23 a 
10.09.23 

38,36 (iva 1,92) 44,41 De 10.09.23 a 
13.09.23 consumo 
0 kwh. 
Máximo anual  
14.711 

11.09.23 a 
10.10.23 

170,50 (iva 8,12) 175,89 De 11.09.23 a 
16.10.23 consumo 
886 kwh. 
Máximo anual  
14.711  

 
 
El Colegio Arbitral entra en el estudio de las actuaciones practicadas, consistentes en:  
 
1.- Estudiar la documentación adjuntada al expediente. 
2.- Dar audiencia a las partes. 
 
Y en virtud de ello adopta las siguientes CONSIDERACIONES: 
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regulados que debían trasladarse al consumidor y que quedaban fuera de la tarifa plana. 
Por lo tanto, no se le ha aplicado regularización al final de la anualidad, ni se le ha subido 
el precio pactado durante toda la anualidad, pese a haber superado el máximo de 
consumo anual pactado. No ha existido, en este sentido, una actuación reprochable de 
la comercializadora, sino al contrario, ha mantenido inalterable el precio pese al elevado 
exceso sobre el consumo anual pactado. 
En segundo lugar, la comercializadora realiza la comunicación de variación anual de 
precios en una carta adjunta a la factura FE23321433639183 de importe 44,32 €, el 12 
de julio de 2023, con una antelación de más de 30 días al inicio de su aplicación. La 
comunicación de modificación de precio anual no se hace a través de la factura, como 
menciona el consumidor, sino en una carta adjunta a la misma, en la que se indican, tal 
como exige el art. 44 LSE (Ley 24/2013, de 26 de diciembre del Sector Eléctrico), los 
nuevos precios, los precios anteriores y una estimación del coste anual de consumo 
conforme a los nuevos precios. 
El art. 44.1.e Ley Sector Eléctrico no exige una comunicación fehaciente, ni con acuse 
de recibo, solo que dicha comunicación llegue a conocimiento del consumidor, que 
resulte informado del cambio. El precepto mencionado establece que los consumidores 
tienen derecho a: 
“e) Ser debidamente avisados de forma transparente y comprensible de cualquier 
intención de modificar las condiciones del contrato e informados de su derecho a 
rescindir el contrato sin coste alguno cuando reciban el aviso. Asimismo, ser notificados 
de forma directa por su suministrador sobre cualquier revisión de los precios derivada 
de las condiciones previstas, con al menos un mes de antelación a su aplicación de 
forma transparente y comprensible. Las comunicaciones de revisiones de precios 
deberán incluir una comparativa de los precios aplicados antes y después de la revisión, 
así como una estimación del coste anual del suministro para dicho consumidor y su 
comparativa con el coste anual anterior”. 
El aviso se ha realizado en plazo, y de su lectura se desprende que es comprensible y 
transparente. Se ha adjuntado a una factura que el consumidor ha recibido por correo 
electrónico, dado que las partes acuerdan la facturación electrónica en la conversación 
grabada. 
Cumplidas las exigencias del art. 44.1.e LSE, la modificación de precios anual es válida 
y, en consecuencia, también lo es la facturación realizada a partir de septiembre de 2023 
en que la cuota fija se eleva a 169,29 €, y el consumo anual máximo a 14.711 kwh, 
resultando facturas de unos 175 €. 
En definitiva, este Colegio arbitral considera que el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el art. 44.1.e LSE obligan a DESESTIMAR LA PRETENSIÓN DEL 
CONSUMIDOR, de que se corrija la facturación, dado que es acorde a la novación anual 
del precio de la tarifa fija. 
 
TERCERA: 
 
La desestimación de la segunda pretensión, implica a su vez la desestimación de las 
pretensiones tercera y cuarta del consumidor. 
El consumidor solicita el cese de la reclamación contra su persona de una deuda 
indebida, y el reembolso de lo cobrado de más por una deuda indebida. Dado que la 
facturación es correcta, la comercializadora puede reclamar su pago. Durante la 
tramitación del expediente el consumidor ha comunicado que se le cortó el suministro 
eléctrico y se vio obligado a pagar las cantidades reclamadas. 
Si ya ha pagado la deuda reclamada, ha cesado la reclamación de la misma. Y tal como 
se ha explicado en la consideración Segunda, no procede el reembolso de ninguna 
cantidad porque las facturas son correctas, conforme a la nueva tarifa plana (de 175 €) 
comunicada y que entró en vigor en septiembre de 2023. 
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CUARTA: 
 
En quinto lugar, solicita el consumidor que no incluyan sus datos en registro de solvencia 
patrimonial. La comercializadora manifiesta en sus alegaciones que no ha procedido a 
su inclusión. Y si durante el procedimiento, el consumidor ha pagado la deuda, ha 
desaparecido ya la posibilidad de ser incluido en un fichero de solvencia patrimonial al 
haber sido pagada la deuda pendiente. 
 
QUINTA:  
 
Por último, solicita el consumidor que cancelen sus datos personales de los registros de 
la comercializadora, pero tal como ha manifestado ésta en sus alegaciones, no pueden 
cancelarse los datos hasta que hayan pasado los plazos necesarios.  
La Disposición adicional octava, en sus apartados 2 y 3 del RD 1085/2015 de 4 de 
diciembre de fomento de los biocarburantes, prevé que las comercializadoras de gas o 
electricidad tengan a disposición de los consumidores “los datos correspondientes como 
mínimo a los tres años anteriores o al periodo a contar desde el inicio de su contratación 
del suministro, si este es de menor duración. Los datos corresponderán con los 
intervalos en los que se ha presentado información frecuente sobre facturación. La 
forma de acceder a dichos datos por el consumidor deberá figurar con formato claro y 
legible en las facturas de las comercializadoras”.  
Y señala el apartado 3 que: “En aquellos casos en que un consumidor cambie de 
comercializador, el anterior comercializador mantendrá el acceso de dicho consumidor 
a la información que le corresponda de acuerdo con los apartados anteriores, relativos 
al periodo en el que existió la relación contractual entre ambos, durante los dos ó tres 
años siguientes, respectivamente”. 
Por lo tanto, no cabe cancelar los datos del consumidor hasta que no hayan pasado los 
plazos indicados en la normativa. Debe pues DESESTIMARSE esta pretensión del 
consumidor. 
 
 
 

DECISIÓN ARBITRAL: 
 
Este Colegio Arbitral, en virtud de cuanto antecede ha decidido dictar el siguiente FALLO 
en Derecho: 
Que a nuestro leal saber y entender resolvemos por unanimidad 
ELEVAR a ACUERDO CONCILIATORIO PARCIAL, la solicitud del consumidor de que 
se aporte la grabación del contrato, que se ha cumplido durante la tramitación del 
procedimiento. 
 
La DESESTIMACIÓN DE LA RECLAMACIÓN EFECTUADA POR EL CONSUMIDOR, 
dado que la facturación efectuada por la comercializadora es correcta, por tratarse de la 
renovación anual de precios, debidamente comunicada al consumidor. No procede por 
lo tanto la corrección de la facturación, ni el reembolso de cantidad alguna. El 
consumidor ha abonado la deuda pendiente, por lo que ya ha cesado la reclamación 
contra su persona. También ha de desestimarse la pretensión del consumidor de que 
se cancelen sus datos en los registros de la comercializadora, hasta que no se cumplan 
los plazos señalados en la Disposición Adicional octava del RD 1085/2015. 
 
El Colegio NO SE PRONUNCIA sobre la inclusión del consumidor en ficheros de 
insolvencia patrimonial, porque no se ha producido la misma y porque el consumidor ha 
pagado la deuda durante la tramitación del procedimiento. 
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